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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 10 de marzo de 2011, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Soria, Negri, Kogan, Domínguez, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 92.530, "Decoradora Tigre S.A. contra B.B.V.A. Banco Francés S.A. Acción declarativa".

A N T E C E D E N T E S


La Sala I de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Isidro revocó el fallo de primera instancia y, por lo tanto, hizo lugar a la acción meramente declarativa entablada por la parte actora (fs. 286/94).


La demandada interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 297/308), que fue concedido a fs. 314.


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I Ó N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:


1. La Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Isidro, Sala I, revocó la decisión de primera instancia en tanto que entendió que se encontraban reunidos en el sub lite los presupuestos de admisibilidad de la acción meramente declarativa en los términos del art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial.


En primer lugar, adujo que existía un estado de incertidumbre sobre el alcance y la modalidad del mutuo que vinculó a la accionante y al banco demandado en tanto que a la fecha de vencimiento de esa obligación el sistema de convertibilidad, que rigió por más de diez años, había sido modificado por las leyes de emergencia. Declaró que entre las partes había existido un contrato por la suma de U$S 60.000 con vencimiento en enero de 2002, que fue pesificado a la relación de un dólar igual un peso en virtud de las mencionadas leyes (dec. 214/2002), y que a la mencionada fecha la actora había depositado el dinero necesario para cancelar la obligación. Agregó que correspondía dar certeza de que el Banco acreedor no podía pretender cobrar su crédito al valor de un dólar igual un peso con cuarenta centavos dado que la pesificación asimétrica sólo tenía vigencia para las obligaciones de pago de las entidades financieras con los particulares y no a la inversa (leyes 25.561 y 25.820 y decreto 214/2002).


En segundo lugar, consideró que en el caso existía la posibilidad de que el estado de incertidumbre generara un daño en la medida que el B.B.V.A. Banco Francés había exteriorizado su voluntad de cobrar el capital del préstamo al equivalente de un dólar igual un peso con cuarenta centavos.


Por último, afirmó que no existía otra vía para poner término a la incertidumbre dado que si el Banco promovió una acción ejecutiva de cobro de saldo deudor, la actora no podría controvertir en ese proceso la modalidad del contrato. Agregó que la acción ordinaria posterior no era una vía alternativa para evitar el daño ya que presuponía el pago previo de la obligación.


Impuso las costas de ambas instancias a la parte demandada.


2. La entidad bancaria interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley contra dicho pronunciamiento, por el que denuncia que la sentencia apelada había aplicado erróneamente las normas de emergencia y valorado inadecuadamente las constancias de la causa. Sostuvo que ello vulneró sus derechos constitucionales de igualdad, defensa en juicio y propiedad. Plantea la existencia de caso federal.


Aduce que la relación jurídica que vinculó a las partes se originó en un crédito destinado a la financiación de importaciones. Destaca que no se trató de un simple mutuo de dinero, como entendió el a quo. A esos efectos señala la nota del 24 de enero de 2002 y las cartas documentos del 12 de febrero de 2002 y 19 de febrero de 2002, emitidas por la deudora. 


Manifiesta que la operación se encontraba excluida de la pesificación de acuerdo a lo previsto por el decreto 410/2002. Sostiene que el decreto 214/2002 no es aplicable al caso, que se encuentra sometido a "las disposiciones invocadas en el escrito de contestación de demanda" (fs. 306) y las contenidas en el decreto 410/2002. Agregó que en la emergencia el banco aplicó las disposiciones contenidas en la ley 25.561 y las comunicaciones del Banco Central de la República Argentina "A" 3425, 3444, 3429, 3433, 3435 y 3507.


Sostiene que al iniciarse la demanda existía certeza sobre las normas aplicables a la relación jurídica, por lo que la vía intentada es improcedente.


3. El recurso no puede prosperar.


a. El planteo central del apelante consiste en que la obligación controvertida en el sub lite se encuentra excluida de la pesificación dispuesta por el decreto 214/2002 en virtud de la aplicación del decreto 410/2002 en tanto que tiene origen en un préstamo destinado a la financiación de importaciones.


b. Sin embargo, advierto que dicha cuestión fue introducida por el quejoso en el recurso bajo análisis, no habiendo integrado la contestación de la demanda ni otra pieza presentada en la instancia de origen.


En efecto, en la contestación de la demanda (fs. 83/89), el accionado no invocó los presupuestos de aplicación del decreto 410/2002, sino que afirmó que actúo de conformidad con la ley 25.561 y las comunicaciones del Banco Central de la República Argentina "A" 3425, 3444, 3429, 3433, 3435 y 3507. Si bien en dicha oportunidad, refirió que el préstamo otorgado estaba destinado a la financiación de importaciones, ello no fue realizado con el claro propósito de alegar que la operación estuviera excluida de la pesificación en virtud de dicha circunstancia. Por el contrario, las estrategias defensivas del aquí apelante giraron en torno a la fecha de vencimiento de la obligación (en su opinión, con posterioridad a la derogación de la ley de convertibilidad); a la existencia de mora; a la cuantía de la totalidad del crédito del actor (incluido los documentos comerciales descontados); y a los feriados cambiarios que impidieron la compra y venta de divisas el 4 de enero de 2002.


Asimismo, la entidad bancaria no invocó en la contestación del memorial de la actora ante la alzada los presupuestos de aplicación del decreto 410/2002 (fs. 281/285). En forma concordante, dicha cuestión no integra el fallo apelado.


De este modo, la exclusión de la deuda del régimen de pesificación en virtud de tratarse de una operación de financiación de importaciones constituye una reflexión tardía (C.S.J.N., Fallos 306:111; 307:770; 311:2247; 321:1052) resultando -por tanto- ineficaz para habilitar la vía intentada.


En este sentido, tiene dicho este Tribunal que ante el resultado adverso del fallo de grado no puede el impugnante rediseñar en casación un nuevo enfoque introduciendo un argumento que nunca fue puesto a consideración del sentenciante y, por ello, no resulta susceptible de ser evaluado ante la instancia extraordinaria (conf. causa L. 87.991, sent. del 12-XII-1997; entre otras).


c. Por último, cabe destacar que la denuncia genérica de la violación de "las normas de emergencia" y de "las disposiciones que se invocan en el escrito de demanda" -que a su vez fueron vagamente expuestas- es insuficiente para habilitar esta instancia extraordinaria en tanto que el recurrente no cumplió su carga recursiva de indicar qué precepto fue concretamente violado y en qué consistió dicha transgresión normativa (art. 279, C.P.C.C.). El quejoso se limitó a reiterar que en la emergencia el banco aplicó conforme a derecho las disposiciones contenidas en la ley 25.561 y las comunicaciones del Banco Central de la República Argentina "A" 3425, 3444, 3429, 3433, 3435 y 3507, sin precisar qué precepto de este régimen, que contiene múltiples y diversas disposiciones con respecto a la reestructuración de obligaciones afectadas por la emergencia, rige -en su opinión- la obligación controvertida en el caso y fue violada por la decisión recurrida.


Por lo demás, resulta ineficaz la denunciada violación de derechos constitucionales cuando, como en el caso, se apoya en una no acreditada infracción a preceptos legales (conf. Ac. 66.045, sent. del 17-II-1998; Ac. 77.461, sent. del 13-XI-2003; Ac. 85.091, sent. del 22-IX-2004; Ac. 93.390, sent. del 7-II-2007; entre otras).


4. En función de lo expuesto, que estimo suficiente a fin de rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad bajo estudio, voto por la negativa, con costas a la vencida (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).

Los señores jueces doctores Negri, Kogan y Domínguez, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votaron la cuestión planteada también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A 


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza el recurso extraordinario interpuesto; con costas al recurrente (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).


El depósito previo de $ 3.715,66 efectuado a fs. 312, queda perdido para el recurrente (art. 294, C.P.C.C.), debiendo el tribunal dar cumplimiento a lo dispuesto por los arts. 6 y 7 de la Resolución 425/2002 (texto Resol. 870/2002).


Notifíquese y devuélvase.


HILDA KOGAN


HECTOR NEGRI
DANIEL FERNANDO SORIA


FEDERICO GUILLERMO DOMINGUEZ



CARLOS E. CAMPS 



Secretario
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